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Resumen 

El ALBA-TCP es una iniciativa de integración regional promovida por el ex presidente 

Hugo Chávez Frías que introduce la novedad de contemplar en sus mecanismos e 

instrumentos de cooperación un nuevo tipo de agenda social. Ello cobra 

significatividad en un mundo convulsionado desde la crisis global de 2007-2008 por la 

acción especulativa de grupos concentrados que desestabilizan las economías a 

escala mundial; también, en una región como la latinoamericana y caribeña donde 

coexisten visiones divergentes en relación a la integración regional. Las grandes 

movilizaciones en el mundo y en nuestros territorios dan la pauta de la urgencia por 

algún tipo de respuesta a las embestidas del capital y a nuestros problemas 

estructurales. De manera que, el artículo propone primero realizar un repaso de la 

participación social en la institucionalidad del ALBA-TCP; luego, una revisión de los 

mecanismos de inserción de la economía social y solidaria; y finalmente, busca 

identificar el desafío que representa este nuevo tipo de agenda social. Desde una 

perspectiva descriptiva-interpretativa se presentará la tensión intelectual que propone 

este modelo de integración junto a las posibilidades que se abren para la economía 

social y solidaria, con el objetivo de reflexionar a partir del reconocimiento de una 



realidad conflictiva, abierta y condicionada por el territorio, acerca de la necesidad de 

un trabajo conjunto de los científicos con los pueblos. 
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Presentación 

La Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América–Tratado de 

Comercio con los Pueblos -ALBA-TCP- se desarrolla en un contexto de complejidad 

internacional y regional, dado el proceso de reconfiguración del hemisferio, con 

modelos económicos dispares que fragmentan la región. Por cierto, se evidencian tres 

ejes: por un lado, el del “regionalismo abierto-TLC”, centrado exclusivamente en el 

comercio -en el que podría incluirse la Alianza para el Pacífico -AP-; por otro, dos que 

son críticos a este último: el “revisionista” cuya expresión la constituye la Unión de 

Naciones Suramericanas -UNASUR- y el “eje anti-sistémico” representado por la 

iniciativa del ALBA-TCP. (Briceño Ruiz, 2011)  

 

También, se visualiza la coexistencia de gobiernos progresistas críticos del 

consenso neoliberal que dan cuenta de una renovación en los estilos de intervención 

sobre la sociedad, así como aquellos de orientación más conservadora. Por ejemplo, 

entre los primeros están los que adhieren a una política económica heterodoxa -

Bolivia, Ecuador, Venezuela, entre otros-; pero también, los que continúan adhiriendo 

al neoliberalismo -como México, Colombia, Perú- (Svampa, 2012).  

 

Reconociendo las tensiones de este entramado social, político y económico para 

la integración regional, se propone analizar entonces, bajo una perspectiva descriptiva-

interpretativa, la nueva agenda social del ALBA-TCP prevista en sus diversos 

mecanismos e instrumentos; así como las oportunidades de participación de la 

economía social y solidaria. Todo ello a los fines de co-construir un nuevo paradigma 

de integración regional y poder contribuir para gestar políticas plurales a medida de los 

pueblos.  

 

El ALBA-TCP y sus mecanismos de integración y cooperación  

Al momento de escribir este artículo -abril de 2015- los países latinoamericanos y 

caribeños que integran el ALBA-TCP son doce. En particular, Cuba y Venezuela 

(socios fundadores en 2004), Bolivia (2006), Nicaragua (2007), Mancomunidad de 

Dominica (2008), Ecuador (2009), San Vicente y Las Granadinas (2009), Antigua y 

Barbuda (2009), Surinam (2012), Santa Lucía (2013), Granada y San Cristóbal y 



Nieves (2014), los que en conjunto representan una población heterogénea de más de 

70 millones de habitantes y un PBI que supera los 460 mil millones de dólares. 

 

Desde sus inicios se planteó como una propuesta innovadora en el campo de la 

integración regional, recuperando los ideales movilizadores de las luchas por la 

independencia de finales del siglo XVIII y todo el siglo XIX, a la vez que la literatura 

crítica de entonces. Fue el Presidente de Venezuela -Hugo Chávez Frías- quien en 

febrero de 1999 presentó la iniciativa y comenzó así a gestarse la creación de un 

bloque regional, “en el cual la dimensión económica se vería sometida desde sus 

inicios a la dimensión política, que fue tomando forma cuando en la IIIª Cumbre de la 

Asociación de Estados del Caribe -AEC- se propuso un ALBA en contraposición al 

ALCA”. (Schaposnik y Pardo, 2013, p. 45) 

 

De manera formal arranca en diciembre de 2004, cuando en la Iª Cumbre los 

Jefes de Estado de Venezuela y de Cuba suscriben en la Habana una Declaración 

Conjunta. Distintivamente se sustentó en el desarrollo de la cooperación e integración 

en las áreas económica, comercial y productiva, con fuerte acento en la dimensión 

social. La estrategia adoptada, según Benzi (2010), se articula en cuatro ejes: el 

energético con Petróleos del Caribe -Petrocaribe-; el social a través de las Misiones 

Sociales; el financiero con el Banco del Alba y el Sistema Unitario de Compensación 

Regional -SUCRE-, por ejemplo; y el económico -asentados todos en una estructura 

institucional que se ha ido forjando a través del tiempo-. 

 

Así, en el campo de la cooperación energética, se estructura a través de 

Petrocaribe, con el propósito de facilitar el acceso a los recursos energéticos mediante 

un intercambio favorable, equitativo y justo entre los países de la región caribeña y con 

el principal objetivo de “coordinar las políticas públicas en materia de energía de los 

países miembros” (PDVSA, 2005; art. 2). Engloba a dieciocho estados 

centroamericanos y caribeños, a saber: Antigua y Barbuda, Bahamas, Belice, Cuba, 

Dominica, El Salvador1, Granada, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Jamaica, 

Nicaragua, República Dominicana, San Cristóbal y Nieves, San Vicente y las 

Granadinas, Santa Lucía, Surinam, además de Venezuela. 

 

                                                           
1 El Salvador  ingresó a Petrocaribe el 2 de junio de 2014, con aprobación unánime en la XIIIª 

Reunión del Consejo Ministerial. La adhesión no fue sometida por el Poder Ejecutivo a ratificación  por la 

Asamblea Legislativa de ese país, en virtud de considerar a Petrocaribe como un “foro” y no como un 

“organismo” internacional.  



Adicionalmente, dicho acuerdo contempló principios en sintonía con los del 

ALBA-TCP, esto es: Unión, Solidaridad, Cooperación, Complementariedad, Seguridad 

Energética, Desarrollo Socioeconómico, Empleo Soberano de los recursos 

energéticos, Visión Conservacionista y Mirada hacia el Sur. Por ello, el SELA (2013) 

entiende que se basa en dos pilares: primero, la solidaridad de Venezuela, país 

superavitario en energía, con aquellos que tienen escasez de fuentes y recursos 

energéticos; y segundo, el reconocimiento de las asimetrías entre países con diferente 

desarrollo relativo. También junto a PDVSA, pone en discusión la disyuntiva 

subyacente Estado-mercado. 

 

Respecto al eje financiero, se destacan dos iniciativas: por un lado, el Banco del 

Alba, creado en la VIª Cumbre de 2008 con el fin de “coadyuvar al desarrollo 

económico y social sostenible, reducir la pobreza y las asimetrías”, además de 

“fortalecer la integración, promover un intercambio económico justo, dinámico, 

armónico y equitativo entre los miembros del ALBA, inspirado en los principios de 

solidaridad, complementariedad, cooperación y respeto a la soberanía de los pueblos”. 

Por el otro, el SUCRE, un mecanismo de pagos regional basado en la utilización de 

una moneda electrónica para las operaciones comerciales entre los países, que 

incluye la intermediación financiera y la generación de créditos orientados al desarrollo 

de la producción exportable, abriendo las posibilidades de inserción comercial a los 

pequeños y medianos productores y a las empresas de la economía social. Ellos se 

proponen como parte de una nueva arquitectura financiera regional -NARF- alternativa 

al FMI, BM, BID y a los mecanismos de compensación gestados en el siglo XX; ya sea 

porque en el caso del Banco el poder de voto es independiente al capital aportado por 

cada país, o porque el SUCRE busca desacoplarse del uso de la moneda 

norteamericana en las transacciones comerciales. (Schaposnik y Pardo, 2009, 2011b) 

 

En el eje económico se destacan, por un lado, los proyectos y las empresas 

grannacionales -PGN y EGN-, destinados a promover la integración productiva 

regional, y la creación del Espacio Económico ECOALBA2, cuyo objeto -según el 

preámbulo del acuerdo de creación- es “el ordenamiento y dinamización de las 

relaciones económicas entre los Países Signatarios, potenciando el encadenamiento 

productivo y comercial complementario” de modo tal que “permita el desarrollo pleno 

                                                           
2  El acuerdo para su creación se firmó en la XIª Cumbre de febrero de 2012. En abril de 2013, en 

la VIIIª Reunión del Consejo de Complementación Económica del ALBA–TCP, se acordó su texto 

definitivo por parte de Bolivia, Cuba, Ecuador Nicaragua y Venezuela, el cual entró en vigencia en mayo 

de 2013. Su proyecto de complementación económica se inscribe en el marco normativo de la ALADI. 



de las potencialidades y capacidades productivas en sectores prioritarios, a los fines 

de satisfacer las necesidades de los pueblos, atendiendo la demanda intrarregional y 

propiciando el escalamiento productivo”, a través de “la desgravación arancelaria, el 

énfasis en el intercambio de materias primas, bienes de capital e intermedios y de 

consumo final”, y la aplicación de “un conjunto de medidas que las incentiven, en 

función de los Planes de Desarrollo formulados por cada uno de los Países 

Signatarios” (SELA, 2013, p. 17).  

 

A la par, estos se articulan con los Tratados de Comercio con los Pueblos -TCP-, 

iniciativas surgidas en franca oposición a los Tratados de Libre Comercio -TLC-, por 

estar basados en la complementariedad, la solidaridad y la cooperación en el 

comercio, buscando ser parte de un desarrollo alternativo. Fueron anexados a la 

propuesta inicial del ALBA en oportunidad de la incorporación de Bolivia en la IIIª 

Cumbre Ordinaria realizada en 2006; más tarde, en la VIIª Cumbre se establecieron 

los Principios que los rigen, afirmando que es fundamental impulsar el desarrollo 

integral socioproductivo, respetando los Derechos de la Madre Tierra, y contribuir 

decididamente a darle solución a la desigualdad y a la pobreza de nuestros pueblos.  

 

Lo notable es que los TCP proponen un contenido diferente, sobre todo en 

relación a sus fines, el rol del Estado, a quienes benefician y a su contenido. En este 

sentido, el ex embajador ante Naciones Unidas de Bolivia -Pablo Solón-, en una 

entrevista resumió cuatro diferencias esenciales que los distinguen de los TLC -

esquematizadas en el cuadro 1-: 

 

Cuadro 1  

Diferencias entre los TLC y los TCP 

Diferencias TLC TCP 

1. Fines -Buscan disminuir o eliminar 
aranceles, pero ningún país 
elimina los aranceles para 
todos los productos. 

-De acuerdo al artículo 1: los 
gobiernos eliminan los 
aranceles y cualquier tipo de 
barrera comercial. Además, 
incluyen compromisos de 
compra agrícola e industrial.  

2. Articulación 
productiva 

-Fomentan la competencia 
entre productores 
diametralmente distintos en 
relación a su capacidad 
productiva. 
-No existe  la articulación 
productiva, sólo allanan la 
competencia entre empresas. 

-Fomentan la 
complementariedad productiva 
según las necesidades de los 
países. Se buscan crear 
proyectos, operaciones y/o 
empresas binacionales. 



3. Rol del Estado -Persiguen una participación 
cada vez menor del Estado en 
el comercio 

-Promueven la participación 
activa del Estado. El TCP 
señala la importancia de la 
intermediación, el acopio y la 
comercialización.  

4. Contenido -Tratan sobre cuestiones 
comerciales que en teoría 
pueden ser aprovechadas por 
todos, pero sólo benefician a 
las grandes empresas y las 
trasnacionales. 

-Es reducido en extensión y 
omite los tópicos del TLC: 
propiedad intelectual, servicios 
etc., ya que deja a los Estados 
la potestad sobre esos temas. 
-Las normas buscan beneficiar 
a sectores productivos 
pequeños. 
-Son acuerdos económicos 
asimétricos: el más grande 
concede privilegios a los más 
chicos (trato diferenciado). 

Fuente: elaboración propia con base a Solón (2006)  

 

Ilustra esto que los TLC por un lado, y los TCP por el otro, al igual que los otros 

mecanismos descritos, plantean incidencias distintas para los pueblos de la región en 

respuesta a las visiones diferentes de los procesos que los promueven. (Schaposnik y 

Pardo, 2014) 

 

Las posibilidades de participación: hacia un nuevo tipo de agenda social  

El ALBA-TCP da relevancia en su institucionalidad a dos consejos: el Social y el 

de Movimientos Sociales. En conjunto, se sustentan en la solidaridad como uno de sus 

valores esenciales y la integración plena entre los pueblos es uno de sus objetivos 

centrales. Esta singularidad lleva a Silva (2011, p. 252) a sostener que así se facilita 

una “directa relación con el mejor apoyo a los objetivos del ALBA” permitiendo 

desarrollar una agenda no mercantilista y centrada en aspectos políticos, sociales, 

financieros, económicos. 

 

En relación con los Consejos, por un lado el Social fue establecido en la ciudad 

de La Paz en 2009, cumpliendo con el mandato de la VI Cumbre Extraordinaria 

realizada el 24 de junio de 2009 en Maracay, Estado Aragua – Venezuela. Allí, los 

Ministros del área social firmaron el Acta de instalación del Consejo  a los fines de 

“instrumentar y hacer seguimiento a los Programas Sociales” (pto. 1 del Acta) y 

construir una agenda que “incorpore los temas de trabajo, vivienda y servicios 

básicos”, sobre la base de la experiencia acumulada en el desarrollo de políticas 

sociales “de alto impacto” implementadas en el área de educación y salud (pto. 3 del 

Acta). Está formado por los Ministros de las áreas sociales de los países miembros, 



con dos niveles de funcionamiento -el ministerial y el técnico- además de Grupos de 

Trabajo que se ocupan de educación, salud, empleo, vivienda, cultura, deporte y, 

como subordinado, un Comité de la Mujer e Igualdad de Oportunidades. 

 

Por otro, el de Movimientos Sociales3 es una muestra más del carácter 

innovador del ALBA-TCP. Remonta su origen a la Vª Cumbre, realizada en 2007 en 

Tintorero, Venezuela, cuando se sugiere la construcción del espacio de integración no 

sólo desde la institucionalidad de los gobiernos, sino a partir de la incorporación de 

estas formas de expresión social de los países signatarios del acuerdo. Se lo concibe 

como un mecanismo “que facilita la integración y participación social directa” y “tiene 

como misión articular a los Movimientos Sociales de los países miembros del ALBA-

TCP y a aquellos de países no miembros, que se identifiquen con este esfuerzo” 

(Documento de la VIIª Cumbre presidencial). Precisamente, en la XIª Cumbre 

celebrada en febrero de 2012 estos movimientos asumieron el compromiso de 

impulsar -en el ámbito productivo- modelos de propiedad social de los medios de 

producción, desde la base de la economía social, solidaria, comunitaria y comunal 

para el desarrollo de experiencias socioproductivas. 

 

Es así como el ALBA-TCP, en virtud de escuchar y revalorizar el conocimiento 

de los pueblos, decididamente se aparta de encasillamientos teóricos clásicos en 

relación con la institucionalidad. Así, da lugar a que estas racionalidades se vean 

superadas y otras nuevas emerjan demandando un trabajo conjunto del científico con 

las comunidades, a partir del reconocimiento de una realidad conflictiva, abierta y 

condicionada por el territorio. Lo relevante es que si bien busca estrechar los vínculos 

comerciales al igual que otras iniciativas surgidas en este siglo, como por ejemplo la 

Alianza del Pacífico -AP-, lo hace a partir de concepciones diferentes respecto al 

desarrollo y la integración regional. (Schaposnik y Pardo, 2013) 

 

Por ello, da prioridad a un nuevo tipo de agenda social, poniendo en evidencia, 

en primer plano, el conflicto Estado-mercado; un conflicto vertebral que atraviesa a los 

países, a los procesos de integración regional, y medularmente a la economía social 

desde sus orígenes más remotos. La cuestión que parece dirimirse, entonces, es que 

si la balanza se inclina por el mercado, el “cómo” avanzar quedará sujeto a la lógica 

excluyente y selectiva de los actores que detenten más poder en ese ámbito; en tanto 

                                                           
3 Lo integran básicamente aquellos movimientos sociales con capacidad de movilización popular, que 

sostienen una concepción antiimperialista, anti-neoliberal y luchan por la emancipación de la región.  



con una mayor relevancia del Estado, se abre la posibilidad de ampliar la participación 

social y discutir el sentido del sendero de desarrollo. En consecuencia, se entiende 

como imprescindible un mayor involucramiento ciudadano y la participación de 

organizaciones sociales representativas de los pueblos de Nuestra América. 

(Schaposnik y Pardo, 2015) 

 

En el camino hacia la construcción de una integración alternativa, donde el rol 

transformador del Estado pasa a un primer plano, Petrocaribe propone una integración 

energética “importante en la promoción soberana de un proyecto autónomo, lo que 

significa recuperar soberanía sobre los recursos naturales y disponerlos en una lógica 

no mercantil”, desafiando a “ensayar un nuevo camino que reconstruya el imaginario 

originario en nuestra América”, como vislumbra Gambina (2011).  

 

La necesidad de una integración más amplia y profunda, que implicará también 

repensar la agenda social, se planteó también en la XLVIª Cumbre del MERCOSUR 

realizada en julio de 2014 en Caracas. Allí se acordó promover la constitución de una 

Zona Económica Complementaria -ZEC- con el ALBA-TCP y Petrocaribe -incluyendo 

también a CARICOM- “con el objeto de dinamizar sus relaciones políticas y 

económicas, potenciando el desarrollo de un comercio complementario, justo y 

equilibrado que responda a los más altos intereses de desarrollo de los pueblos”. En la 

Declaración adoptada se definen aspectos a tener en cuenta en las negociaciones, 

que apuntan al incremento del comercio de bienes originarios; la articulación entre 

empresas del sector público y privado; la definición de programas de cooperación 

conjunta para identificar y desarrollar proyectos de complementariedad económica; el 

diseño de mecanismos que aseguren un mayor equilibrio en el intercambio comercial a 

fin de reducir las asimetrías económicas; la promoción del desarrollo de las 

microempresas y las PyMES; la promoción de las cooperativas; la intensificación del 

intercambio.  

 

Economía social y solidaria: luces y sombras en la integración 

En los últimos años han surgido nuevos actores -bancos éticos, organizaciones 

de comercio justo, empresas autogestionarias, redes de productores orgánicos o 

productores artesanales, etc.- que sumados a los de mayor tradición -cooperativas, 

mutuales, asociaciones- caracterizan un sector específico de la economía. De modo 

tal que se da la coexistencia de aquello que en el continente europeo se denomina 

“economía social”, con el de “economía solidaria” que en América Latina pone énfasis 



en los lazos de solidaridad como estrategias de sobrevivencia y lleva adelante 

prácticas alternativas a las hegemónicas. (Guerra, 2012) 

 

Según Angulo (2011, p. 15), la economía social y solidaria es “un modo de 

hacer economía en el que se evidencian comportamientos personales y colectivos 

centrados en criterios de solidaridad, mutualismo, cooperación y autogestión 

comunitaria, que pueden manifestarse y expandirse en diferentes sectores sociales y 

planos económicos” y en el cual su principal horizonte de acción, como señala Pastore 

(2010, p. 2), está dado por “su finalidad social, su arraigo en comunidades territoriales, 

su forma de gestión autónoma y democrática y su perspectiva de sustentabilidad 

integral (económica, social, ambiental, intergeneracional)”. Coraggio (2007, p. 37) a su 

vez avanza en destacar su capacidad transformadora “en dirección a otra economía, 

otro sistema socioeconómico, organizado por el principio de la reproducción ampliada 

de la vida de todos los ciudadanos-trabajadores, en contraposición con el principio de 

la acumulación de capital”.  

 

Aunque constituya un subsistema carente de autonomía absoluta y en muchos 

casos se subordine a la lógica del sistema capitalista, puede afirmarse que la ESS 

prioriza la satisfacción de las necesidades individuales y la calidad de vida por sobre la 

rentabilidad económica. En este subsistema es donde situamos a las cooperativas, 

expresión histórica tradicional de la economía social junto a las mutuales, aun a 

sabiendas que por su carácter de empresas que interactúan en mercados competitivos 

y en un contexto de internacionalización de sus actividades, optan en muchos casos 

por prácticas que ponen en riesgo su identidad original. 

 

Aún así, como sugieren Defourny y Develtere (2001, p. 76), son capaces de 

realizar un aporte original y significativo en nuestras sociedades. Por un lado 

“invirtiendo en los espacios donde las necesidades importantes están poco o nada 

satisfechas por las empresas privadas clásicas y por los poderes públicos”; por otro, 

“poniendo las esperanzas en las dinámicas participativas que, como la democracia, 

deben ser realimentadas sin cesar”. 

 

Su importancia en la vida y desarrollo de los pueblos ha llevado a la OIT y a la 

ONU a reconocer su importancia, señalando que se trata de organizaciones que 

deberían ser fomentadas y apoyadas porque constituyen una forma de organización 

de la propiedad alternativa, que privilegia los sujetos sociales por encima del mercado. 

En lo esencial, alientan redes de solidaridad, valores y normas de beneficio colectivo, 



toma de decisiones democráticas, producción y distribución equitativa de bienes y 

servicios y sistemas de precios justos y de calidad, además de promover el empleo 

decente y la superación de la informalidad laboral. (Schaposnik y Pardo, 2012; Pardo, 

2012) 

 

En su evolución y en las distintas Cumbres presidenciales del ALBA-TCP 

fueron reconocidas las cooperativas, la economía solidaria y otras formas de 

organización social, incluyéndolas al delinearse principios guía, acuerdos de 

cooperación y complementación. Así, por ejemplo, se dispone que los países deberán 

“ejecutar inversiones de interés mutuo que pueden adoptar la forma de empresas 

públicas, binacionales, mixtas, cooperativas, proyectos de administración conjunta y 

otras modalidades de asociación que decidan establecer”, dando prioridad a "las 

iniciativas que fortalezcan las capacidades de inclusión social, la industrialización de 

los recursos, la seguridad alimentaria, en el marco del respeto y la preservación del 

medio ambiente” (Acuerdo para la aplicación del ALBA-TCP, 2006, art. 5º). A pesar de 

este reconocimiento, el sector no está incluido en la estructura institucional, como sí lo 

están los movimientos sociales.  

 

También al firmarse el acuerdo para la constitución de ECOALBA se resalta 

que “la distribución equitativa de las riquezas y el fomento de formas de propiedad 

populares, cooperativas y sociales de los medios de producción constituyen poderosas 

herramientas para asegurar la justicia social y el progreso de nuestras sociedades y 

sistemas económicos”, estableciendo la voluntad de “impulsar la participación de las 

unidades productivas comunales, indígenas originarias, campesinas, cooperativas, 

pequeñas y medianas empresas, de propiedad social, estatal y privada, y demás tipos 

de emprendimientos, en dicho proceso”. (XIª Cumbre Ordinaria, 2012) 

 

A partir de este reconocimiento, se constata un entramado de oportunidades 

para las cooperativas y organizaciones de la economía solidaria en general, ya que 

están contempladas en Programas y Proyectos como los financiados por el Banco del 

Alba; en Convenios celebrados, tal es el caso del ECOALBA que las incluye dada su 

forma de propiedad para encadenamientos productivos-; en el SUCRE, para el cual 

son parte de los nuevos actores comerciales del comercio justo, solidario y 

complementario (Schaposnik y Pardo, 2013); o en Petrocaribe, que participó en 2014 

junto con el MERCOSUR y el ALBA-TCP, en la constitución de una Zona Económica 

Complementaria -ZEC- incluyendo también a CARICOM.  

 



En la Declaración adoptada en aquella oportunidad, se propone iniciar 

negociaciones para incrementar el comercio de bienes originarios; la articulación entre 

empresas del sector público y privado; la definición de programas de cooperación 

conjunta para identificar y desarrollar proyectos de complementariedad económica; el 

diseño de mecanismos que aseguren un mayor equilibrio en el intercambio comercial a 

fin de reducir las asimetrías económicas; la promoción del desarrollo de las 

microempresas y las Pymes; promoción de las cooperativas; la intensificación del 

intercambio regional, en particular de los productos de mayor valor agregado -entre 

otros-4.   

 

En principio, este tratamiento muestra una forma de inclusión ensamblada, 

distinta a la estudiada en otros procesos de integración como el MERCOSUR, en el 

que la captura de políticas depende de la acción colectiva en la estructura institucional 

a través de la Reunión Especializada en Cooperativas; o la Comunidad Andina -CAN-, 

donde en los Consejos Consultivos sólo participan los representes del mundo del 

trabajo y los empresarios; o de la UNASUR, iniciativa que planteó entre sus objetivos 

prioritarios la integración productiva y el establecimiento del Banco del Sur con vista a 

incluir en su financiamiento a las organizaciones de la economía social y solidaria. 

(Pardo, 2012; Schaposnik y Pardo, 2011 a y b; Schaposnik, 2011)  

 

También difiere de los objetivos de la Alianza para el Pacífico -AP- surgida 

formalmente en 2012 a fin de conformar un área de “integración profunda” mediante la 

“búsqueda progresiva de la libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas” 

(art. 3 del Acuerdo Marco), con especial énfasis en el Asia Pacífico, sustentado en 

políticas aperturistas acordes a la perspectiva del regionalismo abierto –compartidas 

por los gobiernos de esta iniciativa-. En su organización institucional se destaca una 

instancia política -Reunión de Presidentes-, el Consejo de Ministros y el Grupo de Alto 

Nivel, apoyados por grupos de trabajo sobre los distintos temas que propone el TLC 

de manera que su ejecución resulte eficaz. Desde ya, en consonancia con sus 

objetivos, entre sus prioridades no incluye a la economía social y solidaria ni las 

cuestiones sociales, como si sus soluciones pudieran devenir naturalmente a partir de 

la liberalización del comercio entre economías desiguales. (Schaposnik y Pardo, 2014)  

 
Parece necesario entonces, siguiendo a Vaillancourt (2011, p. 17, 43) ), abrir 

una instancia para que las organizaciones de la economía social y solidaria puedan 

                                                           
4  Declaración conjunta de los Estados Parte del MERCOSUR, 29 de julio de 2014, disponible en 

http://www.mrecic.gov.ar 



“expresar su voz entre aquellos otros actores al momento de la definición de las 

políticas y programas públicos”. La co-construcción de políticas públicas requiere un 

Estado que “favorezca las formas de gobernabilidad abiertas que dan lugar a la 

participación de actores sociales que provienen de sectores no estatales” y un diseño 

institucional en los procesos de integración regional acorde. Tal como señala Prats 

(2003, p. 245), de él depende la captura de la política por los grupos de interés porque 

“afecta al carácter de las políticas que, a su vez, también establecen reglas o marcos 

institucionales bajo los que tendrá lugar la toma de decisiones colectivas”. 

 

Consideraciones finales 

El ALBA-TCP es una iniciativa transformadora en la senda de redefinir y 

resignificar los procesos de cooperación e integración existentes; lo cual conlleva 

como premisa que para construir colectivamente cambios estructurales es necesario 

establecer nuevas categorías, nuevas agendas. Más allá de las dificultades y 

contradicciones, sus diversos mecanismos e instrumentos, proponen caminos 

alternativos hacia una integración social y solidaria.  

 

En este marco, se abren oportunidades para las organizaciones de la economía 

social y solidaria que podrán usufructuarlas en tanto se involucren e incidan para co-

construir nuevos canales de participación, aun cuando no estén incorporadas 

actualmente en su estructura institucional. Se podrán observar pasos concretos en 

tanto los gobiernos recepten las recomendaciones de la OIT sobre promoción y 

fomento a través de políticas públicas, hacia el cooperativismo y en general hacia la 

economía social y solidaria, tanto en su diseño como en el seguimiento de las mismas. 

 

En cuanto a los movimientos sociales, participan en el ALBA-TCP aquellos que 

tienen  capacidad de movilización popular, sostienen una concepción antiimperialista, 

antineoliberal y luchan por la emancipación de la región.5 En ese sentido, entendemos 

que la incidencia es necesaria y coincidimos en afirmar que “la co-construcción 

solidaria no es un lujo sino una necesidad para la democracia” y que "cuando los 

actores de la sociedad civil y de la economía social son olvidados o instrumentalizados 

en la relación con el Estado, las políticas públicas son empobrecidas”. (Vaillancourt, 

2009, p. 17)  

 

                                                           
5 En las investigaciones realizadas por las autoras, no se ha llevado adelante la identificación de los 

actores sociales involucrados que permita determinar si algunas organizaciones de la economía 

social y solidaria -y en particular las cooperativas- participan. 
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Glosario 

ALBA-TCP – Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América 

ALCA – Área de Libre Comercio de las Américas 

AP – Alianza del Pacífico 

CAN – Comunidad Andina  



CARICOM – Comunidad del Caribe 

EGN – Empresa Grannacional 

MERCOSUR – Mercado Común del Sur 

OIT – Organización Internacional del Trabajo 

ONU – Organización de Naciones Unidas 

PDVSA – Petróleos de Venezuela Sociedad Anónima 

PETROCARIBE – Petróleos del Caribe 

PGN – Proyecto Grannacional 

SELA – Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe 

SUCRE – Sistema Unitario de Compensación de Pagos Regional 

TCP – Tratado de Comercio de los Pueblos 

TLC – Tratado de Libre Comercio 

UNASUR - Unión de Naciones Suramericanas 


